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Primera 
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Número:  
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Sobre: Daños y 
perjuicios 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante este Tribunal de Apelaciones las señoras Elisa 

Ramos y Ada Colón (Apelantes, Demandantes) y nos solicitan que 

revisemos y revoquemos una Sentencia sumaria dictada el 25 de enero 

de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de 

Caguas, en el caso civil núm. E DP2014-0161. 

Por medio del dictamen emitido, el TPI desestimó la causa de 

acción incoada tras concluir que la demanda fue presentada fuera del 

término prescriptivo de un (1) año que dispone el Artículo 1868 del Código 
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Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 5298 para una acción por daños y 

perjuicios. 

Adelantamos que se modifica el dictamen sumario apelado, y así 

modificado, se confirma. Veamos, a continuación, el trasfondo fáctico en 

apoyo a nuestra determinación. 

I 

 El 16 de junio de 2014, las Apelantes presentaron una demanda 

por daños y perjuicios en contra del Centro Médico del Turabo, h/n/c 

HIMA San Pablo Caguas (HIMA), la Puerto Rico Medical Services 

Administration1, el doctor Antonio Yulián (Dr. Yulián), Jane Doe, la 

Sociedad legal de gananciales compuesta por ambos y varias compañías 

de seguro de nombres desconocidos. Se reclamó compensación por los 

daños y perjuicios sufridos como consecuencia de los 

padecimientos y sufrimientos del fenecido señor Gonzalo Alves (Sr. 

Alves) durante su enfermedad y por la pérdida sufrida por su muerte 

prematura. Se alegó en la demanda que el Dr. Yulián fue negligente al 

brindar al Sr. Alves un tratamiento médico incorrecto a base de un 

diagnóstico de problema de próstata, cuando el diagnóstico correcto era 

cáncer de vejiga. En específico, se expuso que los análisis y pruebas 

médicas indicaban que el sangrado que sufría el Sr. Alves podía ser 

producto de cáncer de vejiga y que, el diagnóstico correcto hubiera 

posibilitado un tratamiento adecuado para la etapa de metástasis en la 

que se encontraba y así evitar su muerte prematura. Además, las 

Demandantes alegaron que el HIMA era responsable por brindar al Sr. 

Alves un tratamiento médico negligente e inadecuado por parte de su 

personal médico, por la falta de diagnóstico de cáncer oportuno, la falta 

de monitoreo, supervisión y seguimiento. El HIMA y el Dr. Yulián 

presentaron su contestación a la demanda, en la cual invocaron la 

defensa afirmativa de la prescripción de la causa de acción. 

                                                 
1
 El TPI desestimó sin perjuicio la causa de acción en contra de esta parte el 8 de mayo  

de 2015. 
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Luego de varios trámites procesales, el 5 de noviembre de 2015, el 

HIMA presentó una primera Moción de Sentencia Sumaría al amparo de 

la Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil. En síntesis, alegó que el cómputo 

del término prescriptivo de un (1) año en el caso de epígrafe se cuenta a 

partir del 14 de febrero de 2012, fecha en que el Sr. Alves obtuvo el 

diagnóstico de cáncer en la vejiga con metástasis. El HIMA arguyó que a 

la fecha en que se radicó la demanda, el 16 de junio de 2014, la causa 

de acción estaba prescrita. En la alternativa, alegó que la causa de acción 

estaba igualmente prescrita si el TPI tomaba como punto de partida para 

el cómputo el 28 de mayo de 2013, fecha en que las Demandantes 

cursaron a los codemandados una comunicación escrita con el propósito 

de interrumpir el término prescriptivo. 

Las Demandantes se opusieron a la Moción de sentencia sumaria 

el 17 de noviembre de 2015. Para sustentar su posición, señalaron que el 

daño que se alega en la demanda es el fallecimiento a destiempo del Sr. 

Alves el 8 de agosto de 2012 y que esa es la fecha a partir de la cual el 

TPI debe realizar el cómputo prescriptivo. Además, argumentaron que 

una carta del 28 de mayo de 2013 interrumpió el término prescriptivo y 

que luego, una segunda carta del 14 de agosto de 2013 efectivamente 

interrumpió de nuevo el término prescriptivo. Así concluyeron que la 

presentación de la demanda el 16 de junio de 2014 debe 

considerarse oportuna. 

Tras analizar la postura de ambas partes, el TPI dictó Resolución 

el 1 de diciembre de 2015 en la que declaró no ha lugar la Moción de 

sentencia sumaria presentada por HIMA. Por una parte, el foro apelado 

resolvió que el término prescriptivo del caso debía contarse a partir 

del 8 de agosto de 2012, fecha en que el Sr. Alves falleció. No obstante, 

por otra parte concluyó que no procedía el dictamen sumario en vista 

de que existía controversia en cuanto a la interrupción efectiva del 

término prescriptivo con las dos (2) comunicaciones escritas 

cursadas por las Demandantes. 
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El HIMA solicitó la Reconsideración de ese dictamen denegatorio 

el 22 de diciembre de 2015. Alegó que la carta de 14 de agosto de 2013 

es “simplemente una solicitud del expediente médico”2 y, como tal, 

incumple con los requisitos establecidos en el caso de De León Crespo v. 

Caparra Center, 147 D.P.R. 797 (1999), para que una reclamación tenga 

efecto interruptor, como sigue: 

g. La referida carta no cumple con ninguno de los criterios 
anteriores porque, aunque va dirigida a HIMA San Pablo 
Caguas, no expresa en forma alguna el daño sufrido, ni le 
imputa negligencia al Hospital, sino que se limita a hablar de 
una posible impericia sin especificar el nexo causal. La 
carta únicamente informa que el expediente médico es 
necesario para tramitar una posible reclamación judicial, 
pero no indica contra quien sería. Tampoco le exige al 
Hospital que adopte el comportamiento debido, es decir, 
indemnizar un daño. (Énfasis suplido.)3 
 
Las Demandantes se opusieron a la Solicitud de reconsideración. 

Luego de otros varios trámites procesales, y a base de la totalidad del 

expediente, el TPI reconsideró su determinación el 25 de enero de 2016. 

En consecuencia, emitió la Sentencia sumaria parcial recurrida, mediante 

la cual desestimó la totalidad de la demanda por prescripción de la causa 

de acción. El foro apelado formuló las siguientes determinaciones de 

hecho: 

1. El 14 de febrero de 2012, el Sr. Gonzalo Alves acudió en 
compañía de las demandantes al Centro Médico de Puerto 
Rico donde fue tratado por los doctores Puras y Torres, 
quienes le hicieron los exámenes pertinentes para detectar 
cáncer. Los galenos le[s] informaron a las demandantes que 
le daban a Don Gonzalo no más de tres (3) meses de vida 
porque el cáncer estaba regado en su cuerpo. 
 
2. El 8 de agosto de 2012, el señor Gonzalo Alves falleció. 
 
3. El 28 de mayo de 2013, las demandantes cursaron a 
HIMA y al Dr. Antonio Yulián Valentín una reclamación 
extrajudicial por correo certificado con acuse de recibo. 
 
4. El 14 de agosto de 2013 la parte demandante, por 
conducto del Lcdo. Carlos Rodríguez, le cursó a HIMA una 
carta enviada por correo certificado con acuse de recibo 
solicitándole copia del expediente médico del Sr. Gonzalo 
Alves para tramitar una reclamación judicial. La referida 
carta reza como sigue: 
 
 

                                                 
2
 Apéndice del recurso, Anejo 19, pág. 95. 

3
 Apéndice del recurso, Anejo 19, pág. 94. 
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14 de agosto de 2013 
 

Hospital HIMA San Pablo Caguas 
Ave. Luis Muñoz Marín 
María Olga, Esquina Degetau 
Caguas, PR 00725 
 
RE: Gonzalo Alves 
Record/Cuenta Núm. 1630935 
 
A quien pueda interesar: 
 
Sirva la presente para solicitarle copia certificada del 
expediente médico del señor Gonzalo Alves. Soy el 
representante legal de la sucesión del Don Gonzalo Alves y 
su expediente médico es necesario para tramitar una 
reclamación judicial en el tribunal estatal como 
consecuencia de una posible impericia médica sufrida por 
éste. 
 
Agradeceré que tan pronto le sea posible me envíe copia 
certificada del mismo para poder proceder con los trámites 
correspondientes. 
 
Le acompaño una autorización para la solicitud del 
expediente médico escrita por Ada Colón Ramos, hija del 
fenecido y de su viuda la señora Elisa Ramos Rosario. 
 
Si tiene alguna duda o pregunta no escatime en 
comunicarse a nuestra oficina. (Énfasis suplido.)4 
 
5. El 16 de junio de 2014, la parte demandante presentó la 
demanda de autos. 
 
6. Después del 28 de mayo de 2013, según surge de las 
propias alegaciones de la demanda enmendada, las partes 
no conversaron de manera extrajudicial para disponer de 
este asunto, ni el hospital reconoció ser responsable por lo 
alegado en la Demanda.5 

 
 A base de lo anterior, el foro apelado concluyó que el término 

prescriptivo comenzó a transcurrir a partir del 14 de febrero de 2012, 

fecha en la que los doctores notificaron que el Sr. Alves padecía de 

cáncer de vejiga en etapa de metástasis y en la que le pronosticaron tres 

meses de vida, y señaló lo siguiente: 

A la fecha del 14 de febrero de 2012, fecha en la cual los 
doctores Torres y Puras le notificaron a la parte demandante 
que el cáncer estaba regado y que le daban al Sr. Gonzalo 
Alves no más de tres meses de vida, que no se podía 

                                                 
4
 Esta determinación de hechos fue enmendada por el TPI a través de la Resolución de 

4 de abril de 2016, la cual resuelve la Solicitud de Enmienda a Determinaciones de 
Hechos y Reconsideración al amparo de las Reglas 43 y 47 de Procedimiento Civil 
presentada por el HIMA el 29 de febrero de 2016. Véase: Apéndice del recurso,  Anejo 
30, pág. 195. 
5
 Esta determinación de hechos fue añadida por el TPI a través de la Resolución de 4 de 

abril de 2016, la cual resuelve la Solicitud de Enmienda a Determinaciones de Hechos y 
Reconsideración al amparo de las Reglas 43 y 47 de Procedimiento Civil presentada por 
el HIMA el 29 de febrero de 2016. Véase: Apéndice del recurso, Anejo 30, pág. 194.   
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operar, porque no toleraría la operación por su extenso 
historial de sangrado, retenciones urinarias y anemia, por 
sufrir de hipertensión y diabetes, la parte demandante 
conoció el daño. Por lo tanto, desde esa fecha la parte 
demandante conoció el daño y a partir de esa fecha 
comenzó a decursar el término de un (1) año. 
 
Por lo tanto, la parte demandante tenía hasta el 14 de 
febrero de 201[3] para presentar la demanda de epígrafe. 
Sostiene la parte demandante que el término prescriptivo 
para presenta[r] la causa de acción quedó interrumpido por 
las reclamaciones extrajudiciales efectuadas mediante la 
carta fechada 28 de mayo de 2013 y la carta fechada 14 de 
agosto de 2013. Sin embargo, la carta fechada 28 de mayo 
de 2013 no interrumpió el término prescriptivo de un (1) 
año que tenía la parte demandante para presentar su 
causa de acción, ya que dicha reclamación extrajudicial 
fue realizada ya expirado el término prescriptivo que 
tenía la parte demandante para presentar la 
demanda.(Énfasis nuestro.)6 

 
Las Demandantes radicaron una Moción de Reconsideración de 

Sentencia Sumaria el 25 de febrero de 2016. Cuatro días más tarde, el 

HIMA radicó una Solicitud de Enmienda a Determinaciones de Hechos y 

Reconsideración al amparo de las Reglas 43 y 47 de Procedimiento Civil. 

Luego de varios trámites procesales sobre estos dos escritos, el 4 de abril 

de 2016 el TPI emitió dos resoluciones; una de ellas declaró sin lugar la 

moción de reconsideración y la otra modificó la Sentencia sumaria 

recurrida e incluyó la determinación de hechos que citamos en esta 

Sentencia, bajo la determinación de hechos del TPI número 6.7  

Inconforme, las Demandantes acuden ante nosotros en apelación 

del aludido dictamen sumario y exponen el siguiente señalamiento de 

error: 

Erró el TPI al dictar resolución declarando(sic) prescrita la 
causa de acción de las demandantes al tomar como fecha 
de partida para que las demandantes (sic) presentaran su 
causa de acción de daños y perjuicios por la muerte ilegal 
del señor Gonzalo Alves el 14 de febrero de 2012, fecha en 
que se enteraron de que tenía cáncer en la vejiga con 
metástasis, y no el 8 de agosto de 2012, fecha en que 
falleció el señor Gonzalo Alves; y al determinar que las 
cartas del 28 de mayo de 2013 y la del 14 de agosto de 
2013 no interrumpieron el término prescriptivo. 

 
En síntesis, las Apelantes sostienen que el término prescriptivo 

comenzó a decursar con la muerte del Sr. Alves el 8 de agosto de 

                                                 
6
 Apéndice del recurso, Anejo 23, págs. 146-147. 

7
 Véase nota al calce número 6, supra. 
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2012, según lo dispone el Artículo 41 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

32 L.P.R.A. sec. 255, y que las cartas de 28 de mayo y 14 de agosto de 

2013 constituyen reclamaciones extrajudiciales válidas que interrumpieron 

el término prescriptivo de un (1) año que establece el Artículo 1868 del 

Código Civil, supra. 

La Apelada presentó su alegato en oposición en el cual reitera su 

posición respecto a que, de acuerdo con la teoría cognoscitiva del daño, 

la fecha desde la cual debe computarse el término prescriptivo lo es 

el 14 de febrero de 2012, fecha en que el Sr. Alves obtuvo el diagnóstico 

de cáncer en la vejiga con metástasis. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, estamos en posición de resolver. 

II 

A. El mecanismo de sentencia sumaria 

La Regla 36 de Procedimiento Civil dispone sobre la sentencia 

sumaria. 32 L.P.R.A., Ap. V, R. 36. El propósito principal de este 

mecanismo procesal es “propiciar la solución justa, rápida y económica de 

litigios civiles que no presentan controversias genuinas de hechos 

materiales, por lo que puede prescindirse del juicio plenario.” (Énfasis 

nuestro.) S.L.G. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414, 430 

(2013) citando a Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 D.P.R. 113, 128 

(2012); Mejías v. Carrasquillo, 185 D.P.R. 288, 299 (2012).  

El promovente debe presentar una “moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes” sobre la totalidad o parte de la reclamación. 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 36.1.  

Está claro que las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, supra, 

“aportaron cambios importantes en el trámite de las solicitudes de 

sentencia sumaria dirigidos a facilitar la labor adjudicativa de los 

tribunales y promover de este modo su utilización.” S.L.G. Zapata-Rivera 

v. J.F. Montalvo, supra, citando a Ramos Pérez v. Univisión, 178 D.P.R. 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2021487057&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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200 (2010). Sin embargo, “no es aconsejable utilizar la moción de 

sentencia sumaria en casos en donde existe controversia sobre 

elementos subjetivos, de intención, propósitos mentales o 

negligencia, o cuando el factor de credibilidad es esencial y está en 

disputa.” (Énfasis nuestro.) Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 

219, citando a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 D.P.R. 294, 301 (1994); 

véase, también, García Lopez v. Méndez García, 88 D.P.R. 363, 380 

(1963). Se trata de “aquellos casos que contienen elementos subjetivos, 

es decir, controversias en las que… „el factor credibilidad juega un papel 

esencial, si no el decisivo, para llegar a la verdad, y donde un litigante 

depende en gran parte de lo que extraiga del contrario en el curso de un 

juicio vivo.‟” Rosario v. Nationwide Mutual, 158 D.P.R. 775, 780-781 

(2003), citando a Soto v. Hotel Caribe Hilton, supra. 

En E.L.A. v. Cole, 164 D.P.R 608 (2005), a la página 625, el 

Tribunal Supremo  expresó que “no procede declarar „con lugar‟ una 

moción para que se dicte sentencia sumaria cuando existe una disputa de 

hechos bona fide” y que la sentencia sumaria “sólo debe dictarse en 

casos claros y cualquier duda sobre la existencia de una controversia 

sobre los hechos materiales, debe resolverse contra la parte que la 

solicita y a favor de la que se opone a su concesión.” Es decir, “si existe 

duda sobre los hechos o las controversias planteadas en las alegaciones, 

la solicitud de sentencia sumaria se debe resolver en contra del 

promovente.” Santiago v. Ríos Alonso, 156 D.P.R. 181, 194 (2002). 

Además, “en circunstancias particulares, es preciso aplazar la disposición 

de una moción de sentencia sumaria hasta que se concluya el proceso 

de descubrimiento de prueba para que la parte promovida tenga la 

oportunidad de refutarla debidamente.” (Énfasis nuestro.)  Santiago v. 

Ríos Alonso, supra. 

Procede entonces que se dicte sentencia sumaria únicamente 

“cuando surge de manera clara que el promovido por la solicitud no puede 

prevalecer bajo ningún supuesto de hechos (esto es, que no tiene 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2021487057&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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derecho a recobrar bajo cualquier circunstancia que resulte discernible de 

la evidencia) y que el tribunal cuenta con la verdad sobre todos los 

hechos necesarios para resolver la controversia ante su 

consideración.” (Énfasis nuestro.) Nieves Díaz v. González Massas, 178 

D.P.R. 820, 848 (2010)”, citando a  E.L.A. v. Cole, 164 D.P.R. 608, 625 

(2005) y S.L.G. v. S.L.G., 150 D.P.R. 171, 193 (2000).   Asimismo, “si hay 

una disputa real y sustancial sobre la existencia de algún hecho material, 

entonces el tribunal no puede emitir una adjudicación de forma sumaria.” 

Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 848.  

Como foro apelativo, debemos utilizar los mismos criterios que los 

tribunales de primera instancia al determinar si procede dictar una 

sentencia sumaria. Sin embargo, nuestra función revisora está sujeta a 

las siguientes dos limitaciones: (1) el tribunal apelativo sólo puede 

considerar los documentos que se presentaron ante el foro de primera 

instancia; y (2) sólo podrá determinar si existe o no alguna controversia 

genuina de hechos materiales y si el derecho se aplicó de forma correcta. 

Vera  v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 308, 334-335 (2004). Es decir, nos 

encontramos impedidos de adjudicar los hechos en disputa, pues esa 

tarea le corresponde al foro de primera instancia. Luego, estamos 

obligados a no perder de vista en nuestro análisis que “[l]as decisiones 

discrecionales que toma el Tribunal de Primera Instancia no serán 

revocadas a menos que se demuestre que ese foro abusó de su 

discreción.” Zapata et al. v. J.F. Montalvo, supra. 

B. La reclamación extrajudicial y la interrupción del término 
prescriptivo de las acciones que se derivan de la culpa o la 
negligencia  

El artículo 1868 del Código Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 

5298, establece el término de un (1) año, desde que se tiene 

conocimiento del daño, para exigir la responsabilidad por los daños 

causados por culpa o negligencia que emana del artículo 1802 del Código 

Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5141. En Colón Prieto v. Geigel, 115 D.P.R. 232, 

(1984), el Tribunal Supremo expuso en lo relativo a la prescripción de las 
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acciones de daños y perjuicios, que el referido término corre, no a partir 

de que se sufre el daño irreparable, sino desde que se conocen los otros 

elementos necesarios para poder ejercer la acción.  Esto es, se considera 

que el inicio del término prescriptivo es la fecha en que el agraviado supo 

del daño y pudo ejercer su causa de acción. Delgado Rodríguez v. 

Nazario de Ferrer, 121 D.P.R. 347 (1988).   

El Artículo 1873 del Código Civil  dispone que la prescripción de las 

acciones “se interrumpe por su ejercicio ante los tribunales, por 

reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de 

reconocimiento de la deuda por el deudor.” 31 L.P.R.A. 5303. Se ha 

reiterado que para interrumpir la prescripción mediante reclamación 

extrajudicial no se exige una forma específica. Pereira Suarez v. Jta. 

Dir. Cond., 182 D.P.R. 485, 505 (2011) que cita a De León v. Caparra 

Center, supra, pág. 803 (1999). La determinación de la interrupción de la 

prescripción de una acción judicial por una reclamación extrajudicial 

requiere “la manifestación inequívoca de quien, amenazado con la 

pérdida de su derecho, expresa su voluntad de no perderlo.” Sánchez v. 

Aut. de los Puertos, 153 D.P.R. 559, 568 (2001). Luego, “el efecto 

principal de la interrupción es que comienza de nuevo el cómputo 

cronológico del término prescriptivo.” SLG Garcia-Villega v. ELA, 190 

D.P.R. 799, 815 (2014).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que los requisitos 

para que una reclamación extrajudicial interrumpa el término de 

prescripción de una acción son los siguientes: 

(a) La reclamación debe ser oportuna, lo cual requiere que 
se realice antes de la consumación del plazo 
 
(b) Es necesaria la legitimación del reclamante. Ello requiere 
que la reclamación se haga por el titular del derecho o 
acción cuya prescripción quiere interrumpirse. 
 
(c) Se requiere idoneidad del medio utilizado para realizar la 
reclamación. 
 
(d) Por último, debe existir identidad entre el derecho 
reclamado y aquél afectado por la prescripción. De León v. 
Caparra Center, supra, pág. 805, que cita a Galib Frangie v. 
El Vocero de P.R, 138 D.P.R. 560, 567 (1995). 
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Además, “una vez se ha efectuado una reclamación extrajudicial 

suficiente en derecho, no es necesario que cada vez que el acreedor 

desee interrumpir nuevamente el término prescriptivo, se repitan asuntos 

previamente expresados; ello siempre que se pueda concluir que de las 

posteriores cartas surja la intención de éste de no perder su derecho.” De 

León v. Caparra Center, supra, pág. 809. 

C. Las causas de acción por daños y perjuicios por muerte ilegal 
 

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce dos (2) causas de acción 

que surgen del Artículo 1802 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 5141, a 

consecuencia de la muerte ilegal de un ser humano, a ser ejercitadas por 

sus herederos como sigue: (1) la acción civil “por sus propios sufrimientos 

y pérdidas llamada acción directa o personal”  y,  (2) otra, la acción civil 

“por los daños que la víctima-finado sufrió, acción heredada o 

patrimonial.” Cintrón Adorno v. Gómez, 147 D.P.R. 576, 587(1999), que 

cita a: Cátala v. Coca Cola, 101 D.P.R. 608 (1973); Cáez v. U.S. Casualty 

Co., 80 D.P.R. 754, 762 (1958); Viuda de Delgado v. Boston Ins. Co., 101 

D.P.R. 596 (1973). 

El término prescriptivo de la acción heredada o patrimonial queda 

extendido bajo lo dispuesto en el artículo 41 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, 32 L.P.R.A. sec. 255, como sigue: 

Si una persona con derecho a ejercitar una acción muriese 
antes de terminar el período de prescripción requerido para 
deducir aquélla, y la causa de la acción subsistiera, los 
representantes de tal persona podrán ejercitar dicha acción 
después de la terminación de aquel período y dentro de un 
año de la defunción. Véase: Cátala v. Coca Cola, supra, 
págs. 611-612.  
 
Por tanto, si una persona fallece antes de expirar el término 

prescriptivo para ejercer una causa de acción personal por daños y 

perjuicios, sus herederos tendrán el término de un año a partir del 

fallecimiento del causante para ejercitar su causa de acción heredada 

por los daños sufridos por este. El Tribunal Supremo señaló sobre la 

diferencia entre estas dos acciones lo siguiente: 

[H]emos rechazado la idea de que sólo existe una acción 
común a favor de todas las personas a quienes causó daños 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1973021112&pubNum=2995&originatingDoc=I7842b512ff7f11ddb6a3a099756c05b7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.History*oc.Keycite)


 
 

 
KLAN201600608 

 

12 

la muerte ilegal. Por el contrario, no existe ninguna clase de 
solidaridad entre las distintas acciones que surgen contra el 
causante de la muerte ilegal. [...] No importa que todas 
surjan de un solo acto torticero. En realidad se trata de 
causas de acción esencialmente distintas e independientes 
porque tienden a la reparación de perjuicios diferentes. Así 
lo declaramos en Hernández vs. Fournier, [80 D.P.R. 93 
(1958)] al decir que: „... el perjuicio causado por la muerte de 
una persona a menudo alcanza por repercusión a varias 
otras personas, independientemente de los daños que la 
lesión mortal hace sufrir a la víctima inicial. (Citas omitidas.) 
Cáez vs. U.S. Casualty Co., supra, págs. 760-761.  

 
Por tanto, un demandante puede “sin duda acumular sus acciones 

en un solo pleito”. Cáez vs. U.S. Casualty Co., supra, pág. 760. No 

obstante, “[s]iendo diferentes los perjuicios por los cuales se podría 

reclamar indemnización, resulta obvio también que no se materializan 

necesariamente al mismo tiempo.” Id., pág. 761. 

III 

Las Apelantes señalaron en el recurso ante nosotros que el TPI 

erró al dictar la sentencia sumaria que declaró prescrita su causa de 

acción al tomar como fecha de partida para presentar su demanda 

por la muerte ilegal del señor Gonzalo Alves el 14 de febrero de 2012, 

fecha en que se enteraron de que tenía cáncer en la vejiga con 

metástasis, y no el 8 de agosto de 2012, fecha en que falleció el señor 

Gonzalo Alves; y al determinar que las cartas del 28 de mayo de 2013 

y la del 14 de agosto de 2013 no interrumpieron el término 

prescriptivo.  

En este caso no existe controversia sobre los hechos materiales y 

esenciales que dieron paso a que el TPI dictara la sentencia sumaria 

desestimatoria que hoy nos toca revisar. Como cuestión de derecho, y a 

base de tales hechos incontrovertidos, el TPI concluyó que el término 

prescriptivo de la causa de acción de las Apelantes comenzó a 

decursar el 14 de febrero de 2012, fecha en que los doctores notificaron 

que el Sr. Alves padecía de cáncer de vejiga en etapa de metástasis y en 

la que le pronosticaron tres meses de vida. A raíz de esta determinación, 

el foro apelado también concluyó que las cartas cursadas por las 

Apelantes el 28 de mayo y el 14 de agosto de 2013 no tuvieron el 
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efecto de interrumpir el término prescriptivo, ya que para tales fechas, 

el término prescriptivo de un (1) año había expirado. 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado la norma “de que 

toda revisión se da contra la sentencia y no contra sus fundamentos.”  

Piñeiro v. Int’l Air Serv. of P.R., 140 D.P.R. 343, 354 (1996), que cita a 

Vélez Rodríguez v. Amaro Cora, 138 D.P.R. 182 (1995). El análisis que 

hemos llevado a cabo para ejercer nuestra función revisora, utilizando los 

mismos criterios que el foro sentenciador consideró para emitir el 

dictamen apelado, nos lleva a concluir forzosamente por fundamentos 

diferentes que el TPI no erró al dictar la sentencia sumaria que 

desestimó por prescripción la demanda presentada por las 

Apelantes. Es decir, la causa de acción de las Apelantes estaba prescrita 

al momento de radicar la demanda. Veamos. 

La interrogante del caso estriba en cuál es la fecha a partir de la 

cual comenzaron a decursar los términos prescriptivos de las 

causas de acción de las Apelantes. En su demanda, las Sras. Ramos y 

Colón reclamaron, por una parte, los daños y perjuicios sufridos como 

consecuencia de los padecimientos y sufrimientos del Sr. Alves durante 

su enfermedad. Por otra parte, reclamaron los daños sufridos por 

éstas, a causa de su muerte prematura. Como podemos ver, son dos 

(2) las causas de acción que surgen de la demanda. 

La primera, que es la acción heredada o patrimonial, surge, como 

señalamos anteriormente, bajo lo dispuesto en el artículo 1868 del Código 

Civil y por extensión del artículo 41 del Código de Enjuiciamiento Civil. En 

este caso, era el Sr. Alves y no las Apelantes, quien tenía derecho a 

ejercitar una acción desde que los doctores le notificaron el 

diagnóstico de cáncer el 14 de febrero de 2012. Lamentablemente, el 

Sr. Alves falleció el 8 de agosto de 2013. Por tanto, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 41, los representantes del Sr. Alves tenían 

derecho a ejercitar la causa de acción de éste “después de la terminación 

de aquél periodo y dentro de un año de la defunción.” 32 L.P.R.A. sec. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275831&pubNum=2995&originatingDoc=Ia4209308850111d98250a659c8eb7399&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)


 
 

 
KLAN201600608 

 

14 

255. Por tanto, el TPI concluyó erróneamente que la causa de acción 

heredada de las Sras. Ramos y Colón comenzó a decursar a partir 

del 14 de febrero de 2012. 

La segunda causa de acción, directa o personal, cuya 

indemnización depende exclusivamente de lo prescrito en el artículo 1802 

del Código Civil, supra, es una causa de acción que corresponde 

exclusivamente y por derecho propio a los parientes próximos del 

causante por los daños que a ellos provocó la muerte de su familiar. 

Por tanto, el periodo prescriptivo de esta causa de acción 

independiente para las Apelantes también comenzó a decursar con 

la fecha en que el Sr. Alves falleció, el 8 de agosto de 2012. Lo antes 

expuesto nos lleva a concluir que las Apelantes tenían un año a partir de 

esa fecha para ejercer ambas causas de acción. 

Las Apelantes presentaron la demanda de epígrafe el 16 de junio 

de 2014; éstas sostienen que la presentación fue oportuna porque las 

cartas de 28 de mayo y 14 de agosto de 2013 interrumpieron el 

término prescriptivo. Sobre estas cartas, el TPI resolvió en contra del 

efecto interruptor.  

Inicialmente, en la Resolución del 1 de diciembre de 2015, el TPI 

dispuso que el término prescriptivo del caso comenzara a transcurrir a 

partir del 8 de agosto de 2012. Somos del criterio que tal conclusión 

tornaba improcedente la disposición sumaria del caso, en vista de que 

existía controversia en cuanto a la interrupción efectiva del término 

prescriptivo con las cartas. El foro apelado, al reconsiderar su 

determinación sobre el término prescriptivo, se limitó a disponer que el 

este comenzara a transcurrir desde el 14 de febrero de 2012 cuando las 

Apelantes fueron informadas del diagnóstico del Sr. Alves. El TPI 

descartó que las cartas tuvieran efecto interruptor. 

Luego de un estudio minucioso de las cartas, tomando en 

consideración los requisitos jurisprudenciales que éstas deben cumplir 

para que tengan el efecto interruptor que las Apelantes proponen 
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atribuirles, resolvemos que la carta del 28 de mayo de 2013 tuvo 

efecto interruptor, mas no la del 14 de agosto de 2013. Conforme a 

esta conclusión, la causa de acción de las Apelantes está igualmente 

prescrita. Por tanto, guarda armonía con la determinación del foro 

primario a favor de la desestimación sumaria del caso. 

Reiteramos que para que una reclamación extrajudicial tenga 

efecto interruptor, ésta debe ser oportuna, el reclamante tiene que tener 

legitimación, el medio utilizado tiene que ser idóneo y tiene que existir 

identidad entre el derecho reclamado y el derecho que se afecta con la 

prescripción. De León v. Caparra Center, supra, pág. 805, que cita a Galib 

Frangie v. El Vocero de P.R, supra, pág., 567. Luego, presentada una 

reclamación extrajudicial suficiente en derecho, no es necesario que cada 

vez que el acreedor desee interrumpir nuevamente el término prescriptivo, 

se repitan asuntos previamente expresados, siempre que se pueda 

concluir que de las posteriores cartas surja la intención de éste de no 

perder su derecho. De León v. Caparra Center, supra, pág. 809. 

La carta de 28 de mayo de 2013 cumple con todos los 

elementos necesarios para interrumpir el término prescriptivo. Ésta 

fue dirigida a los codemandantes, y de la misma surge la intención de no 

perder el mismo derecho que se reclamó en la demanda radicada. No 

obstante, y aun cuando las cartas posteriores a la del 28 de mayo no 

tenían que repetir asuntos previamente expresados, de la carta de 14 de 

agosto de 2013 no surge la intención de no perder el derecho a 

demandar. La intención de esa comunicación era, claramente, obtener 

una copia certificada de los expedientes médicos del fenecido Sr. Alves. 

Por tanto, a la fecha de la presentación de la demanda el 16 de 

junio de 2014 ya el término prescriptivo de un (1) año, que en este caso 

comenzó a transcurrir nuevamente con la reclamación extrajudicial del 28 

de mayo de 2013, había expirado. A base de los hechos incontrovertidos, 

y el derecho aplicable, procede la disposición sumaria del caso. 
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la Sentencia 

sumaria apelada, emitida el 25 de enero de 2016 en el caso de epígrafe.  

Lo acordó y lo manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La jueza Fraticelli Torres vota conforme respecto 

a la causa de acción heredada por los apelantes, pero disiente de lo 

resuelto respecto a la causa de acción directa, pues considera que la 

carta de 14 de agosto de 2013 también interrumpió la prescripción de esta 

reclamación. Nótese que en esa carta el abogado advierte: “su 

expediente médico es necesario para tramitar una reclamación judicial…” 

como consecuencia de una posible impericia médica sufrida por [el 

paciente]”. Previamente, en mayo de ese mismo año se había enviado la 

carta en la que anunciaron su intención de demandar, la que la mayoría 

admite como interruptora. Consideró que las apelantes no tenían que 

repetir lo anterior. La referencia a la “reclamación judicial” debió bastar 

para interrumpir nuevamente el plazo prescriptivo y mostrar interés en la 

acción de impericia.  

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


